Respuesta de Muriel Mining al reporte de Colombia Solidarity Campaign (CSC)
El Centro de Información sobre Empresas y Derechos Humanos invitó a Muriel Mining a responder al siguiente documento (en ingles):

- “Submission to the Joint Committee on Human Rights”, Colombia Solidarity Campaign, 23 Apr 2009

http://www.reports-and-materials.org/Colombia-Solidarity-Campaign-submission-to-UK-Joint-Committee-23-Apr-2009.doc 

En respuesta, la Muriel Mining Corporation envió el siguiente comunicado:
Bogotá, mayo 14 de 2009. 


Muchas gracias a Business & Human Rights Resource Centre por la oportunidad para responder y aclarar las falsas acusaciones que continuamente son hechas por la ONG Comisión Intereclesial de Justicia y Paz (CIJP), en contra de Muriel Mining Corporation (MMC), sucursal Colombia, cuyo proyecto de exploración Mandé Norte en el noroccidente del país consta de nueve títulos mineros (contratos de concesión, de acuerdo con el nuevo Código de Minas), para un total de 16.000 hectáreas legalmente concedidas por Ingeominas. 
De esa área total, 4.000 hectáreas están localizadas en el municipio de Murindó, departamento de Antioquia, y las 12.000 hectáreas restantes están ubicadas en el municipio de Carmen del Darién, departamento de Chocó.

No pretendemos comentar las actividades que la compañía emprendió en la zona desde el año de 2005, ni en las relaciones con las comunidades que habitan en estas áreas, aunque estamos dispuesto a ello en un espacio más adecuado, con los documentos y testimonios que respaldan los hechos. 
Como es bien conocido por nosotros, aunque no por el resto del mundo, en el área de interés del proyecto actúan los frentes 34 y 57 de las FARC, organizaciones narcoterroristas que han luchado contra la democracia colombiana durante los últimos 50 años, y es un santuario para el tráfico de armas, negocios de narcotráfico, lavado de dólares y refugio de secuestradores. 
Cerca del área de interés, un exgobernador de Antioquia, un exministro de Estado y varios soldados, fueron secuestrados y luego asesinados por las FARC hace algunos años. 

En 1996, cuando el proyecto era propiedad de Cyprus y la compañía operadora era Arcangel, ingresaron a esta área y trabajaron durante algunos meses, pero debieron suspender las operaciones porque un supervisor fue asesinado y un geólogo secuestrado. Presumimos que el operador hizo alguna clase de negociación con la organización terrorista que finalizó con tales consecuencias. 

El pueblo de Murindó ha sido tomado por la guerrilla muchas veces en los últimos años y sólo recientemente fue recuperado por las Fuerzas Armadas; actualmente hay la presencia de la policía (unos 50 hombres), para la protección del pueblo y se han llevado a cabo elecciones oficiales. 

Por políticas de la compañía, la MMC nunca negociará con terroristas, pues no sólo es moralmente erróneo, sino que va en contra de las leyes colombianas. 

Uno se pregunta cómo en un área de tanta complejidad, de grandes dificultades de acceso, con un ambiente hostil en la mayor parte de la región, hay jóvenes extranjeros (cercanos a los 20 años), con camisetas de CIJP o de las Brigadas Internacionales de Paz caminando sin la debida protección. ¿Cómo es que esa situación real nunca es mencionada en las páginas web? ¿Acaso están ellos enmascarando su cuestionada gestión humanitaria?
Nos limitaremos a clarificar algunas de las numerosas falsas acusaciones hechas por CIJP en sus páginas en Internet, local e internacionales, siguiendo el documento presentado por la Campaña de Solidaridad por Colombia. 
Consulta Previa. 

1. Las normas que protegen los derechos de las comunidades indígenas y de afrodescendientes en Colombia, establecen la obligación de las empresas a realizar la llamada Consulta Previa con las comunidades que viven en el área, con la idea de informar a los habitantes del territorio sobre los objetivos de los proyectos, escuchar sus preocupaciones, responder las preguntas y aclarar sus dudas, lo mismo que para construir compromisos conjuntos y ejecutar actividades tendientes a garantizar la forma de vida, cultura, tradiciones, creencias y protección del medio ambiente. 

2. MMC adelantó durante tres años este proceso con las comunidades del Cabildo Mayor de Murindó, el Cabildo Mayor del Carmen de Darien y con dos comunidades afrodescendientes (Consejo Comunitario de Murindo y el Consejo Comunitario de Jiguamiando), que son las comunidades presentes en el áreas total del proyecto. Todas estas reuniones fueron documentadas con registros fotográficos, y también fueron certificadas por la Dirección de Indígenas del ministerio del Interior, entidad que no solo verificó y validó el proceso, sino que también acompañó cada una de las reuniones. A finales de junio de 2008, el proceso de consulta previa concluyó con la comunidad del Cabildo Mayor del Darien (CAMICAD), y fue suscrito un acuerdo de 14 puntos. (ver: www.lamuriel.com/consultaprevia ). El proceso no concluyó con las restantes tres comunidades y no fue firmado ningún acuerdo con ellos. Esto se explica por razones técnicas, pues el área de interés para las primeras perforaciones (alrededor de 30 hectáreas), conocida como La Rica, se encuentra en dos de las nueves licencias mineras, en el departamento de Chocó. MMC fue autorizada para entrar en el territorio del CAMICAD y para comenzar las actividades requeridas en cumplimiento con los términos del acuerdo. 

3. Es importante destacar que durante estos tres años, ningún trabajador de la compañía ingresó en el área de interés, excepto los sociólogos encargados de  programas sociales. 
4. El acuerdo fue firmado con el CAMICAD está garantizado y certificado con la Dirección de Indígenas, del ministerio del Interior y de Justicia.  
5.  El proceso de Consulta Previa con las comunidades del área es totalmente legal. 
Intimidaciones, manipulación y falsificación de documentos. 
1. Mantenemos buenas relaciones con las autoridades indígenas que suscribieron el acuerdo y continuamos trabajando con ellos para resolver las diferencias con otros pueblos indígenas que no se encuentran en el área de interés inmediato y quienes con la financiación de CIJP invadieron el campamento de MMC, cuando estaba justamente empezando operaciones a comienzo de este año. Manipulando e intimidando, la CIJP organizó la invasión del poblado de Coredocito (4 a 6 personas estaban viviendo en ese lugar a comienzo de enero de 2009), y del campamento en La Rica con más de 800 personas, incluyendo mujeres embarazadas, bebes, niños y mayores de edad, sin comida, agua y facilidades sanitarias y médicas. Creemos que la manipulación e intimidación proviene realmente de grupos ilegales que observan que su propia seguridad está en juego si un proyecto es desarrollado en el área; si se confirma el proyecto podría beneficiar a la comunidad local, que actualmente vive en condiciones infrahumanas. 

2. Durante la invasión, el gobernador de Urada y quien suscribió el acuerdo de la consulta previa fue detenido (realmente secuestrado), por los indígenas invasores y torturado e intimidado para firmar documentos contrarios a los que antes había suscrito, y trasladado a Bogotá con recursos del la CIJP.
3. Nadie ha hecho pública la intimidación de los líderes que suscribieron el acuerdo y que respaldan el desarrollo de este proyecto de exploración. Los líderes están en riesgo por la amenazas de muerte que han recibido y han denunciado este hecho ante del Defensor del Pueblo y públicamente en artículos de prensa, entre ellos, el publicado el pasado 2 de marzo del año en curso en el periódico El Colombiano, expresando la preocupación por sus vidas y la de sus familias, las cuales fueron forzadas a desplazarse a otras regiones en el departamento de Chocó, para protegerse de las amenazas que han recibido.   

4. En uno de los apartes del artículo mencionado, textualmente dicen: “los líderes de las comunidades negras e indígenas denunciamos que las personas que se han atrevido a cuestionar y a oponerse a las políticas de estas ONGs han sido señalados y amenazados por grupos armados al margen de la ley, poniendo en grave riesgo, la integridad de sus vidas y de sus familias”. 

5. Cabe mencionar que en enero pasado, dichos líderes se acogieron a la red de alerta temprana de la Defensoría del Pueblo, (entidad estatal a cargo de la conservación y defensa de los derechos de la población),  que tiene por objeto prevenir actos de violencia contra su integridad. 

6. En abril pasado, después de elección y ratificación en sus cargos de los líderes de la comunidad de Urada, supuestos “vigías indígenas” de otras tribus aprehendieron (secuestraron) a dos de estos líderes y a tres miembros de sus familias y fueron brutalmente amenazados y torturados. A la fecha, uno de los líderes permanece retenido contra su voluntad. Los tres miembros de su familia fueron liberados y el rehén pudo escribir una carta confirmando que esto es consecuencia de representar a su comunidad, por lucha en defensa de su autonomía y su capacidad para tomar sus propias decisiones. 

7. Estos secuestros constituyen una clara violación de los Derechos Humanos, pero la CIJP nunca ha denunciado  estos hechos; sabemos que ellos los conocen y que han aconsejado a los invasores. 

8. A través de un comunicado de prensa, MMC no sólo denunció los secuestros en esta parte del país, sino que exigió a los secuestradores la liberación inmediata de los rehenes. (ver www.lamuriel.com/comunicados). 
Cerro Cara de Perro. 

1. LMMC ha expresado de diversas formas su respeto por las tradiciones, cultura y creencias de las comunidades que habitan en el área de influencia del proyecto de exploración.  
2. El Cerro Cara de Perro se encuentra al oriente de La Rica y no está en el área de interés del proyecto; MMC ha dicho públicamente que no adelantará ninguna actividad que pueda afectar este sitio sagrado de los Emberas. (Ver declaración en la página principal de la compañía en www.lamuriel.com ).

3. En el acuerdo suscrito con el CAMICAD, la compañía confirmó que no adelantará ninguna actividad en el cerro Cara de Perro y que podría comenzar un proceso para excluir esta área de sus licencias, asegurando que el área liberada sea protegida por el Gobierno como un lugar sagrado, parque nacional u otro. 
4. CIJP tiene una evidente mala intención al continuar denunciando la supuesta intervención en el Cerro Cara de Perro, pese a que MMC hizo pública hace varios años su posición sobre este tema. 
Legal

1. Tres diferentes sentencias de las altas Cortes ratificaron su rechazo a los reclamos que diferentes personas y grupos liderados por la CIJP han presentado para tratar de deslegitimar el proceso de Consulta Previa. 

Daño ambiental 

1. Las leyes colombianas establecen que no es necesario adelantar un estudio de impacto ambiental durante la fase de exploración y que no se requiere de una licencia ambiental. Estos son requisitos para las fases de desarrollo y exploración, si las reservas permiten viabilizar el proyecto. 
2. MMC envió un especialista para preparar un reporte de evaluación ambiental del área en enero con dos geólogos, antes de la ejecución de la actividad exploratoria, con el objeto de identificar los posibles impactos de la construcción de un helipuerto, campamento y las plataformas de perforación. El reporte fue presentado a consideración de la autoridad ambiental CODECHOCO, junto con sugerencias para la mitigación del impacto, en cumplimiento de la ley colombiana y del Código de Minas. También se confirmó que el área proyectada para la perforación es de forestación secundaria y no primaria, como señala la CIJP. Actividades como la tala de árboles fueron desarrolladas antes que MMC llegara a la zona, probablemente adelantadas por las mismas comunidades indígenas hace algunos años. De hecho, las 4 a 6 personas que fundaron el poblado de Coredocito, cuando por primera vez llegamos al área, eran personas dedicadas a la tala de árboles. El informe forestal fue enviado por CODECHOCO, aunque la compañía no requiere de licencia forestal dado que los arboles que serán retirados son menos de una docena, en un área de una hectárea, para la construcción del helipuerto, el campamento y las 10 a 12 plataformas de perforación de 10 metros cuadrados cada una. 
3. La compañía iba a comenzar actividades de exploración al finales de enero de 2009, después que el campamento estuviera listo, y voluntariamente decidió suspender los trabajos una semana después del ingreso, el seis de enero, con el objeto de evitar confrontaciones entre las comunidades indígenas, en el que la mayoría eran invasores que llegaron al territorio del CAMICAD instigados por la CIJP y otros grupos ilegales. El proyecto de exploración consiste en la perforación de 10 a 12 pozos de 300 metros de profundidad y tres pies de diámetro, tarea que se realizará en cuatro meses y luego se procederá a la evaluación de los resultados. El campamento a construir es temporal y es necesario para alojar a 30-40 personas, entre ellos, los indígenas locales que trabajarían en la exploración y a los miembros del Comité de Supervisión del Proyecto, cuya presencia en el sitio fue acordada con el CAMICAD.  
4. De otra parte, el daño ambiental provocado por los invasores fue enorme, pues cortaron ramas y árboles para construir sus cambuches. Un reporte de estos daños fue presentado a CODECHOCO, sustentado con las fotografías respectivas. El uso de mujeres embarazadas, niños y jóvenes y personas mayores de edad en la invasión, sin las adecuadas condiciones sanitarias ni de salud, no solo contribuyeron al daño ambiental, sino a ocasionar problemas de salud, cuya exclusiva responsabilidad es de la CIJP, organización que motivó la invasión y generó el caos en territorio de otras tribus. 
Desplazamiento causado por la actividad minera

1. ¿De qué actividad minera está hablando la CIJP?

2. Tal como fue mencionado antes, MMC suspendió su mínima actividad a comienzos de enero, una semana después del ingreso de su personal a la zona, con el único propósito de evitar una confrontación entre comunidades indígenas. 

3. Nuestros trabajadores (4 profesionales y 8 trabajadores), fueron trasladados fuera del área a finales de enero por razones de seguridad, tras la invasión de más de 800 indígenas de comunidades vecinas. Como fue confirmado después con las filmaciones hechas durante la corta estadía de nuestro personal, hubo presencia de hombres armados no indígenas, entre los invasores, los cuales presumiblemente eran miembros de la guerrilla. 

4. Resulta de alguna manera paradójico que la CIJP haya promovido la movilización de tal número de personas de sitios distantes como Murindó, Dabeiba y otras áreas del departamento de Antioquia, hacia Coredocito, y que sin embargo acuse a MMC de haber causado dichos desplazamientos. 
5. Los habitantes propios de Coredocito tuvieron también que salir debido a la invasión promovida por esa organización que se autoproclama defensora de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario.  Realmente es la CIJP quien propició los desplazamientos. 

Sobornos
1. Los gastos del proceso de Consulta Previa, entre ellos, transporte, comida y alojamiento de indígenas a lugares seguros donde tuvieron lugar las reuniones, así como el transporte de los líderes hacía sus comunidades para socializar el proyecto, fueron financiados por la compañía, como corresponde para garantizar la adecuada promoción del mismo entre toda la comunidad. 
2. Estos recursos se gastaron de manera transparente. Acusaciones por el pago de sobornos por parte de MMC, solo buscan deslegitimar un proceso adelantado en el marco de la ley y amparado por normas de ética y moral. 

3. La CIJP pagó con sacos de arroz y botas la movilización de unos 800 indígenas, así como con rollos de plástico y algunos viajes a Bogotá para hacer falsas acusaciones. Estos fueron pagos a indígenas forzados a invadir las tierras de sus hermanos Embera,  y para realizar la llamada “Audiencia del Pueblo”, en ausencia de las autoridades tanto gubernamentales como indígenas legítimamente constituidas. Estos hechos colocan totalmente en la ilegalidad a los miembros de la CIJP. 
Suicidios de indígenas

1. Se atribuye a la presencia de la compañía, el incremento de suicidios o intentos de suicidio entre algunos jóvenes indígenas. 
2. Previo a la presencia de la compañía en la zona en enero de 2009, por explicita solicitud de los líderes indígenas y con su autorización, MMC apoyó el chequeo de algunos miembros de la comunidad de Alto Guayabal y Urada por parte de dos profesionales independientes, un sicólogo y un trabajador social del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (una entidad estatal a cargo de la protección de los derechos de los niños). Esta entidad presentó un informe oficial en el que establece que son muchos los factores que han contribuido a los suicidios, pero en ningún caso la presencia de la compañía fue identificada como una de las múltiples causas de los intentos de suicidio entre los niños. (ver el informe del ICBF en www.lamuriel.com/pronunciamientos ).
3. El ICBF concluyó que el miedo y la tensión sicológica que los niños y jóvenes sufren en sus comunidades obedece más al reclutamiento adelantado por grupos armados ilegales. Adicionalmente, el informe desmiente un informe según el cual un indígena que estuvo en tratamiento, se hubiese suicidado. 
Militarización en las zonas de interés minero. 
1. El Gobierno Colombiano ha explicado es muchos escenarios que es función de las Fuerzas Armadas salvaguardar la vida, honra y bienes de los colombianos en el territorio nacional. En otras palabras, que no hay zonas prohibidas para las Fuerzas Armadas y mucho menos en un área donde es evidente la presencia de grupos armados ilegales.  

2. En diciembre de 2008, antes que LMMC ingresara a La Rica, y mientras las Fuerzas Armadas se estaban moviendo hacía el área de interés del proyecto, se presentaron enfrentamientos con un grupo armado ilegal FARC cerca de La Rica. Cuando las Fuerzas Armadas continuaron su avance, descubrieron un campamento guerrillero recién abandonado, con capacidad para unos 120 criminales, en los alrededores de Corodocito. 

3. Ya que esta es un área con una fuerte presencia de grupos armados ilegales, sorprende por qué algunos colombianos han reclamado, como se ha hecho a través de acciones legales, para tratar de vetar la presencia de las Fuerzas Armadas en la zona de La Rica, a menos que quienes hayan hecho dichas reclamaciones puedan tener algo en común con esos grupos armados ilegales. 
Como pueden ustedes advertir, existe una grave distorsión entre la actuación de la Comisión Intereclesial Justicia y Paz en Colombia y las declaraciones y señalamientos que hace de empresas como MMC a nivel internacional. 

Pero son los hechos y las mismas comunidades indígenas y de afrodescendientes quienes se encargarán de mostrarle al mundo la realidad de una ONG cuestionada por su postura radical en contra de lo que represente progreso y bienestar, y por su silencio con respecto a otros actores de la zona que siembran violencia y muerte.  
MMC y el grupo de compañías a las cuales pertenece, tiene operaciones en otras áreas del país y en el extranjero. Adelantamos labores de exploración y minería técnica con responsabilidad ambiental y tenemos las mejores relaciones con nuestros vecinos. Esta es nuestra política y seguiremos trabajando con ética y moral. 

Permítame presentarles  algunos cuestionamientos públicos hechos por organizaciones  Afrodescendientes del Bajo Atrato, y publicados por el periódico El Colombiano, para su propia interpretación: 

“Se condena y se rechaza enfáticamente la intromisión de las ONGs Justicia y Paz y PBI en el fuero interno de las comunidades y en la vida de las comunidades, queriendo mantener las condiciones de miseria y de pobreza en que vivimos, impidiendo cualquier posibilidad de desarrollo y bienestar, que los miembros de estas ONG si disfrutan. 
Solicitar al Gobierno Nacional que se investiguen las actuaciones de estas ONGs en nuestro territorio y se les aplique la Ley.

Exigir unánimemente la salida de la ONGs Justicia y Paz de la zona del Bajo Atrato”. 

Diario El Colombiano. Marzo 2 de 2009. 

Atentamente, 

Muriel Mining Corporation, Sucursal Colombia
Medellín, mayo 16 de 2009. 
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